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PROYECTO DE LEY DENUNCIA A LA 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS (PACTO SAN JOSÉ 
DE COSTA RICA) PARA RESTABLECER LA 
PENA DE MUERTE EN EL PERÚ, 
DEVOLVIENDO ASÍ LA SOBERANÍA 
ABSOLUTA EN MATERIA PENAL ACERCA 
DE LA PENA CAPITAL EN EL PAÍS. 

El Congresista de la República SEGUNDO TORIBIO MONTALVO CUBAS, 
miembro del Grupo Parlamentario Perú Libre, ejerciendo el derecho a iniciativa 
legislativa que les confiere el artículo 107° de la Constitución Política del Perú: 
y, en concordancia con los artículos 22, inciso c), 67, 75 y 76 del Reglamento 
del Congreso de la República, presentan el siguiente Proyecto de Ley: 

El Congreso de la República, 
a dado la Ley siguiente: 

FÓRMULA LEGAL 

PROYECTO DE LEY DENUNCIA A LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS (PACTO SAN JOSÉ DE COSTA RICA) 
PARA RESTABLECER LA PENA DE MUERTE EN EL PERÚ, 
DEVOLVIENDO ASÍ LA SOBERANÍA ABSOLUTA EN MATERIA PENAL 
ACERCA DE LA PENA CAPITAL EN EL PAÍS. 

Artículo 1. Objeto de la Ley 

El objeto de la presente Ley es Denunciar a la Convención Americana Sobre 
Derechos Humanos (Pacto San José de Costa Rica) para restablecer la pena 
de muerte en el Perú, devolviendo así la soberanía absoluta en materia acerca 
de la pena capital en el país. 
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Artículo 2. Finalidad de la Ley 

La finalidad de la presente Ley es: 

a) Restablecer la pena de muerte en el Perú. 

b) Desligar al Perú de sus obligaciones supranacionales ante la Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto San José de Costa Rica). 

C) Tener soberanía total y plena sobre materia penal en el País, siendo el Juez 
capaz de sentenciar a pena de muerte, aplicando la Ley, según los crímenes 
realizados por el actor y, que estos tipos penales estén debidamente 
sancionados con la pena capital en el Código Penal y, admitidos en nuestra 
Constitución Política. 

d) Terminar con la delincuencia criminal (bandas), establecidas en las 
entidades del Estado y externas a él, para poner fin a su actuar corrupto que 
va en desmedro de los peruanos como nación y del Estado, ya que la 
corrupción se puede apreciar en todos los niveles del aparato estatal en la 
actualidad. 

Artículo 3. Requisitos 

Denunciar a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto San 
José de Costa Rica), está establecido el artículo 78° de este pacto, • 
sujetándose a los siguientes requisitos: 

• La Convención sólo podrá ser denunciada después de la expiración de 
un plazo de cinco años a partir de la entrada en vigor de esta. 

• La Denuncia tendrá que hacerse mediante un preaviso de un año, 
notificando al Secretario General de la Organización, quien debe 
informar a las otras partes. 

• Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado denunciante, de 
toda obligación de la Convención anterior a la fecha en la cual la 
denuncia produce efectos. 

• Dicha denuncia se hará por comunicación dirigida al Secretario General 
de la OEA. 
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Artículo 4. Autorización 

Autorizase a la Cancillería, Ministerio de Relaciones Exteriores (RREE), a 
iniciar la tramitación de la denuncia a la Convención Americana de Derechos 
Humanos (Pacto San José de Costa Rica), siguiendo los parámetros 
establecidos en el artículo 78° de este pacto el mismo que se menciona en el 
artículo 30 de esta Ley. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL 

Única. - Vigencia 

La presente Ley entra en vigencia a los 90 días naturales después de su 
publicación en el diario Oficial El Peruano, para efectos de la creación de su 
reglamento. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA 

Única. - Norma derogatoria 

Deróguese toda norma que se sitsonga a la presente ley. 

& 
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PROYECTO DE LEY DENUNCIA A LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS (PACTO SAN JOSÉ DE COSTA RICA) 
PARA RESTABLECER LA PENA DE MUERTE EN EL PERÚ, 
DEVOLVIENDO ASÍ LA SOBERANÍA ABSOLUTA EN MATERIA PENAL 
ACERCA DE LA PENA CAPITAL EN EL PAÍS. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

"En noviembre de 1969 se celebró en San José de Costa Rica la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. En ella, los delegados 
de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos 
redactaron la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que entró en 
vigor el 18 de julio de 1978, al haber sido depositado el undécimo instrumento 
de ratificación por un Estado Miembro de la OEA. 

A la fecha, veinticinco naciones americanas han ratificado o se han adherido a 
la Convención: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, 
Chile, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Haití, Honduras, 
Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, 
Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela. Trinidad y Tobago 
denunció la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por 
comunicación dirigida al Secretario General de la OEA, el 26 de mayo de 1998. 
Venezuela denunció la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por 
comunicación dirigida al Secretario General de la OEA, el 10 de septiembre de 
2012. 

Este tratado regional es obligatorio para aquellos Estados que lo ratifiquen o se 
adhieran a él y representa la culminación de un proceso que se inició a finales 
de la Segunda Guerra Mundial, cuando las naciones de América se reunieron 
en México y decidieron que una declaración sobre derechos humanos debería 
ser redactada, para que pudiese ser eventualmente adoptada como convención. 
Tal declaración, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes de la 
persona, fue aprobada por los Estados Miembros de la OEA en Bogotá, 
Colombia, en mayo de 1948. 

Con el fin de salvaguardar los derechos esenciales del hombre en el continente 
americano, la Convención instrumentó dos órganos competentes para conocer 
de las violaciones a los derechos humanos: La Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La 
primera había sido creada en 1959 e inició sus funciones en 1960, cuando el 
Consejo de la OEA aprobó su Estatuto y eligió sus primeros miembros. 

Sin embargo, el Tribunal no pudo establecerse y organizarse hasta que entró 
en vigor la Convención. El 22 de mayo de 1979 los Estados Partes en la 
Convención Americana eligieron, durante el Séptimo Período Extraordinario de 
Sesiones de la Asamblea General de la OEA, a los juristas que en su capacidad 
personal, serían los primeros jueces que compondrían la Corte Interamericana. 
La primera reunión de la Corte se celebró el 29 y 30 de junio de 1979 en la sede 
de la OEA en Washington, D.C. 
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La Asamblea General de la OEA, el 1 de julio de 1978, recomendó aprobar el 
ofrecimiento formal del Gobierno de Costa Rica para que la sede de la Corte se 
estableciera en ese país. Esta decisión fue ratificada después por los Estados 
Partes en la Convención durante el Sexto Período Extraordinario de Sesiones 
de la Asamblea General, celebrado en noviembre de 1978. La ceremonia de 
instalación de la Corte se realizó en San José el 3 de septiembre de 1979. 

Durante el Noveno Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de 
la OEA fue aprobado el Estatuto de la Corte y, en agosto de 1980, la Corte 
aprobó su Reglamento, el cual incluye las normas de procedimiento. En 
noviembre de 2009 durante el LXXXV Período Ordinario de Sesiones, entró en 
vigor un nuevo Reglamento de la Corte, el cual se aplica a todos los casos que 
se tramitan actualmente ante la Corte. 

El 10 de septiembre de 1981 el Gobierno de Costa Rica y la Corte firmaron un 
Convenio de Sede, aprobado mediante Ley No. 6889 del 9 de septiembre de 
1983, que incluye el régimen de inmunidades y privilegios de la Corte, de los 
jueces, del personal y de las personas que comparezcan ante ella. Este 
Convenio de Sede está destinado a facilitar el normal desenvolvimiento de las 
actividades de la Corte, especialmente por la protección que da a todas 
aquellas personas que intervengan en los procesos. Como parte del 
compromiso contraído por el Gobierno de Costa Rica, en noviembre de 1993 
éste le donó a la Corte la casa que hoy ocupa la sede del Tribunal. 

El 30 de julio de 1980 la Corte Interamericana y el Gobierno de la República de 
Costa Rica firmaron un convenio, aprobado por la Asamblea Legislativa 
mediante Ley No. 6528 del 28 de octubre de 1980, por la cual se creó el Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos. Bajo este Convenio se establece el 
Instituto como una entidad internacional autónoma, de naturaleza académica, 
dedicado a la enseñanza, investigación y promoción de los derechos humanos, 
con un enfoque multidisciplinario y con énfasis en los problemas de América. 
El Instituto, con sede también en San José, Costa Rica, trabaja en apoyo del 
Sistema Interamericano de Protección Internacional de los Derechos 
Humanosl ." 

Desde estas acciones iniciales para la protección de los derechos humanos, 
sin distinción a criminales o personas inocentes, a la fecha la criminalidad ha 
avanzado exponencialmente y, haciendo mal uso de este Pacto de San José 
de Costa Rica, de no a la pena de muerte, estas organizaciones criminales han 
hecho mal uso de este pacto, y a través de Organizaciones no 
Gubernamentales (ONG) y otros defensores privados, empresas e instituciones 
públicas, defienden inapropiadamente la vida de criminales que no respetan en 
ningún sentido los derechos humanos de sus víctimas2. 

https://www.corteidh.or.cr/historia.cfm 
2 Del investigador del proyecto 
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"LA PENA DE MUERTE EN EL SISTEMA INTERAMERICANO DE 
DERECHOS HUMANOS: DE RESTRICCIONES A ABOLICIÓN 

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ("la Comisión 
Interamericana", "la Comisión" o "la CIDH") ha abordado la cuestión de la pena 
de muerte como un desafío crucial en materia de derechos humanos. A pesar 
de que la mayoría de los Estados miembros de la Organización de los Estados 
Americanos ("OEA") ha abolido la pena capital, una minoría considerable la 
mantiene. 

2. La Convención Americana sobre Derechos Humanos ("la Convención 
Americana" o "la Convención") no prohíbe la imposición de la pena de muerte 
pero establece restricciones y prohibiciones específicas respecto de su 
aplicación. Según indicara la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
("Corte Interamericana", "CortelDH" o "Corte") hace casi tres décadas: 

En esta materia la Convención (Americana) . . . sin llegar a decidir la abolición 
de la pena de muerte, adopta las disposiciones requeridas para limitar 
definitivamente su aplicación y su ámbito, de modo que éste se vaya 
reduciendo hasta su supresión final. 

3. La Comisión ha dedicado especial atención a la cuestión de la pena de 
muerte, particularmente durante los últimos 15 años. Durante este período, en 
primer término, la Comisión y luego la Corte abordaron la cuestión de la 
imposición obligatoria de la pena de muerte como consecuencia de la condena 
por homicidio en varios Estados del Commonwealth Caribeño. Los estándares 
desarrollados como resultado de estos casos, y de la interacción entre los 
órganos interamericanos y los órganos judiciales del Commonwealth Caribeño 
han originado cambios sin precedentes en la legislación y las políticas. En la 
actualidad sólo dos de estos países mantienen la pena de muerte obligatoria y 
uno de ellos se encuentra en proceso de reforma en línea con las decisiones 
de la Corte Interamericana. Durante este período, la Comisión ha examinado 
una serie de cuestiones relacionadas con la pena de muerte en los Estados 
Unidos, Cuba, Guatemala y otros países y ha establecido estándares sobre el 
derecho al debido proceso estricto. 

4. Si bien la pena capital permanece como un desafío urgente, se han 
registrado cambios significativos en la región que, según se explica más abajo, 
incluyen reformas dirigidas a restringir los tipos penales y circunstancias en las 
cuales puede aplicarse esta pena, así como las moratorias explícitas o de 
hecho. La pena de muerte está siendo cada vez más cuestionada en los países 
que la mantienen. Las preocupaciones más frecuentemente citadas por los 
Estados y los representantes de la sociedad civil se relacionan con el riesgo de 
ejecutar personas inocentes; la arbitrariedad e injusticia en la aplicación de la 
pena; y los costos para el sistema judicial frente a años de apelaciones previas 
a la aplicación de una pena irrevocable. Las nuevas tecnologías e iniciativas, 
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tales como el "Proyecto Inocencia" (Innocence Project) en los Estados Unidos 
han llevado a la 

exoneración de personas previamente condenadas a muerte. La organización 
American Civil Liberties Union ha reportado que se ha determinado la inocencia 
y procedido a la liberación de 139 personas previamente condenadas a muerte 
en los Estados Unidos. Un creciente número de Estados a nivel mundial está 
en proceso de abolir la pena de muerte, aunque los cambios siguen siendo 
tenues. 

5. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha preparado el 
presente informe a fin de difundir entre usuarias y usuarios del sistema 
interamericano los estándares desarrollados con relación a la pena de muerte 
y las restricciones y prohibiciones que le son aplicables. 

6. En vista de estos estándares y desarrollos en la región, y a la luz del objetivo 
de eliminar gradualmente la pena de muerte en el sistema interamericano, la 
Comisión aprovecha esta oportunidad para instar a los Estados Miembros de 
la OEA que mantienen la pena de muerte a eliminarla o, al menos, imponer una 
moratoria en su aplicación. 

A. El marco de derechos humanos aplicable a la pena de muerte 

Normas interamericanas. 

7. Según ya se indicó, la Convención Americana sobre Derechos Humanos no 
prohíbe la aplicación de la pena de muerte en los Estados que la mantienen, 
pero la sujeta a una serie de restricciones y prohibiciones expresas. El artículo 
4 de la Convención establece: 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará 
protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie 
puede ser privado de la vida arbitrariamente. 

2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá 
imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia 
ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que 
establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco 
se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente. 

3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 

4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni 
comunes conexos con los políticos. 

5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la 
comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de 
setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 
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6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el 
indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos 
los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras la solicitud esté 
pendiente de decisión ante autoridad competente. 

8. Tanto la Comisión Interamericana como la Corte han interpretado estos 
términos en el contexto de casos específicos. El presente informe examina los 
principales estándares establecidos por la Comisión. La Corte, por su lado, ha 
sintetizado las restricciones establecidas, en los siguientes términos: 

Quedan así definidos tres grupos de limitaciones para la pena de muerte en los 
países que no han resuelto su abolición. En primer lugar, la imposición o 
aplicación de dicha pena está sujeta al cumplimiento de reglas procesales cuyo 
respeto debe vigilarse y exigirse de modo estricto. 

En segundo lugar, su ámbito de aplicación debe reducirse al de los más graves 
delitos comunes y no conexos con delitos políticos. Por último, es preciso 
atender a ciertas consideraciones propias de la persona del reo, las cuales 
pueden excluir la imposición o aplicación de la pena capital. 

9. Además de las limitaciones prescritas, el artículo 4 dispone la restricción 
gradual de la pena al establecer que en los países en los que no se ha abolido 
la pena de muerte, ésta no puede ser extendida a conductas delictivas nuevas 
o adicionales, y en países que la han abolido, no puede ser restablecida. 

10. La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
("Declaración Americana" o "Declaración") protege el derecho a la vida en su 
artículo I, sin hacer referencia expresa a la pena de muerte. La Comisión ha 
indicado que los términos del artículo I no prohíben la pena capital per se pero 
no la eximen de los estándares y protecciones de la Declaración: 

Por el contrario, en parte por referencia a los antecedentes legislativos de la 
Declaración Americana, así como por referencia a los términos del Artículo 4 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión ha llegado 
a la conclusión de que el Artículo I de la Declaración, si bien no prohíbe 
absolutamente la pena de muerte, prohíbe sí su aplicación cuando ello dé lugar 
una privación arbitraria de la vida o la torne por otras razones un castigo cruel, 
infamante o inusitado. 

11. Según se deriva de la presente compilación de estándares, las deficiencias 
identificadas por la Comisión al determinar la arbitrariedad o incompatibilidad 
de una ejecución con el artículo I de la Declaración Americana incluyen la 
ausencia de limitar la imposición de la pena a delitos de excepcional gravedad 
previstos por ley anterior, la ausencia de estrictas garantías al debido proceso, 
y la existencia de prácticas demostrablemente diversas que resultan en la 
aplicación inconsistente de esta pena para los mismos delitos. 
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12. Con base en el reconocimiento del derecho a la vida y las restricciones a la 
pena de muerte establecidas en el artículo 4 de la Convención Americana, y 
considerando la "tendencia entre los Estados americanos Hl de favorecer la 
abolición de la pena de muerte," en 1990 la Asamblea General de la OEA 
adoptó el Protocolo a la Convención Americana relativo a la Abolición de la 
Pena de Muerte. 

Los Estados Parte de este Protocolo se obligan a no aplicar la pena de muerte, 
aunque es posible formular una reserva para su aplicación en tiempos de 
guerra. Para fines de 2011, Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, 
Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Uruguay y Venezuela 
habían ratificado este Protocolo. 

13. Al enfrentar los desafíos derivados de la imposición de la pena de muerte, 
la Comisión ha interpretado y aplicado la Convención Americana y la 
Declaración Americana sobre la base de que el derecho a la vida tiene especial 
primacía y cualquier privación de ese derecho debe estar sujeta al nivel de 
escrutinio más riguroso. Consecuentemente, las decisiones a las que hace 
referencia la presente compilación toman como punto de partida el estándar del 
escrutinio estricto más riguroso. 

B. Panorama del tratamiento de la pena de muerte en otros sistemas de 
derechos humanos 

El sistema de derechos humanos en Naciones Unidas 

14. El tratamiento de la pena de muerte en el sistema interamericano es, en sus 
aspectos principales, consistente con el de otros sistemas de derechos 
humanos que imponen limitaciones estrictas sobre la pena, orientadas a su 
restricción gradual y consiguiente eliminación. 

15. A nivel internacional, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
("PIDCP") no prohíbe la pena de muerte, sino que establece limitaciones 
estrictas a su imposición. El artículo 6 del PIDCP dispone que: 

1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará 
protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 

2. En los países en que no hayan abolido la pena capital sólo podrá imponerse 
la pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad con leyes que 
estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean contrarias 
a las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la Prevención y 
Sanción del Delito de Genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse en 
cumplimiento de sentencia definitiva de un tribunal competente. 

3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se tendrá 
entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en modo alguno 
a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna de las obligaciones asumidas 
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en virtud de las disposiciones de la Convención para la Prevención y la Sanción 
del Delito de Genocidio. 

4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la 
conmutación de la pena de muerte. La amnistía, el indulto o la conmutación de 
la pena capital podrán ser concedidos en todos los casos. 

5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de 
menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de 
gravidez. 

6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado Parte 
en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena capital. 

16. En línea con la tendencia hacia la eliminación de la pena de muerte, en 
1989 la Asamblea General adoptó el Segundo Protocolo Facultativo al PIDCP 
destinado a Abolir la Pena de Muerte. Para fines de 2011, 73 países eran parte 
de ese Protocolo. Al momento de creación de la Organización de las Naciones 
Unidas en 1945, sólo una minoría de siete países había abolido, de hecho o de 
derecho, la pena de muerte; mientras que para noviembre de 2008, esta cifra 
había crecido a un total de 141 Estados a nivel mundial. 

17. Más recientemente, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó 
resoluciones en 2007, 2008 y 2010, llamando a los Estados que aún mantienen 
la pena de muerte a establecer una moratoria de las ejecuciones con vistas a 
su abolición. Estas resoluciones también llaman a los Estados a restringir en 
forma progresiva el uso de la pena de muerte y reducir el número de delitos por 
el que puede ser impuesta, así como abstenerse de reintroducirla una vez 
abolida. En sus resoluciones, la Asamblea General indicó que era consciente 
de que "todo error judicial o denegación de justicia en la ejecución de la pena 
de muerte es irreversible e irreparable", así como su convencimiento de que 
"una moratoria del uso de la pena de muerte contribuye al respeto de la dignidad 
humana y al mejoramiento y desarrollo progresivo de los derechos humanos" y 
es consistente con el hecho que "no hay pruebas concluyentes del valor de la 
pena de muerte como elemento disuasorio". 

El Sistema Africano de Derechos Humanos 

18. En el sistema africano, el artículo 4 de la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos ("Carta Africana") reconoce el derecho a la vida y 
no se refiere en forma expresa a la pena de muerte. El artículo 5(3) de la Carta 
Africana sobre los Derechos y el Bienestar del Niño, sin embargo, garantiza la 
inaplicabilidad de la pena de muerte a los delitos perpetrados por niños/as; y el 
artículo 4(2)(g) del Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de 
los Pueblos sobre los Derechos de las Mujeres en África establece que no 
deberá ser aplicada a mujeres embarazadas o en periodo de lactancia. 
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19. El tema reviste una relevancia tal en el sistema regional africano que la 
Comisión Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos ("la Comisión 
Africana") estableció un grupo de trabajo sobre la pena de muerte. La Comisión 
Africana ha dictado resoluciones en 1999 y 2008 llamando a los Estados a 
observar una moratoria en la ejecución de sentencias de muerte, con miras a 
la abolición de la pena de muerte. Más recientemente, en noviembre de 2010, 
el Grupo de Trabajo recomendó que la Comisión Africana avanzara hacia la 
redacción de un protocolo a la Carta Africana sobre la abolición de la pena de 
muerte en África. 

El Sistema Europeo de Derechos Humanos 

20. El tratamiento de la pena de muerte en Europa ha evolucionado de un 
sistema que la consideraba como una forma permisible de castigo en ciertas 
circunstancias, a uno en el cual se encuentra prohibida en toda circunstancia. 
Al momento de la redacción del Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
hace aproximadamente 60 años, no se consideraba a la pena de muerte como 
violatoria de estándares internacionales y el artículo 2, por lo tanto, señala que 
"nadie podrá ser privado de su vida intencionadamente, salvo en ejecución de 
una condena que imponga la pena capital dictada por un Tribunal al reo de un 
delito para el que la ley establece esa pena". 

21. Dentro de este proceso evolutivo, en 1983 el Consejo de Europa adoptó el 
Protocolo 6 al Convenio Europeo de Derechos Humanos que establece la 
abolición de la pena de muerte con una excepción para tiempos de guerra o 
amenaza inminente de guerra. Dos décadas más tarde, en el año 2002, el 
Consejo de Europa adoptó el Protocolo No. 13 sobre abolición de la pena de 
muerte en toda circunstancia. No se han llevado adelante ejecuciones en el 
territorio de los Estados miembros del Consejo de Europa desde 1997. "Como 
resultado de estos desarrollos, los territorios de los Estados miembros del 
Consejo de Europa se han convertido en zonas libres de la pena de muerte". 
Todos los Estados miembros del Consejo de Europa han abolido la pena de 
muerte o instituido una moratoria en las ejecuciones. El Consejo de Europa ha 
hecho de la abolición de la pena de muerte un requisito previo para adquirir la 
membresía. Como tal, las cuestiones concernientes a la pena de muerte son 
infrecuentes y en los casos en los que se plantean: 

El Tribunal Europeo toma como punto de partida la naturaleza del derecho a no 
ser sujeto a la pena de muerte. La ejecución judicial involucra la destrucción 
deliberada y premeditada de un ser humano por las autoridades estatales. 
Cualquiera sea el método de ejecución, la extinción de la vida involucra algún 
grado de dolor físico. Además, el conocimiento previo de la muerte a manos del 
Estado debe inevitablemente originar sufrimiento psicológico intenso. El hecho 
que la imposición y el uso de la pena de muerte niega los derechos 
fundamentales ha sido reconocido por los Estados miembros del Consejo de 
Europa. En el Preámbulo del Protocolo No. 13 los Estados miembros indican 
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estar "convencidos de que el derecho a la vida de todas las personas es un 
valor básico en una sociedad democrática y que la abolición de la pena de 
muerte es esencial para la protección de los derechos humanos y para el 
reconocimiento pleno de la dignidad inherente del ser humano". 

Tribunales penales internacionales 

22. La evolución de las actitudes y tratamientos hacia la pena de muerte 
también se han visto reflejados en el establecimiento de los tribunales penales 
internacionales y la penas que imponen. Mientras que los tribunales de 
Nuremberg y Tokio establecidos para el juzgamiento de crímenes cometidos 
durante la Segunda Guerra Mundial aplicaron la pena de muerte21, la Corte 
Penal Internacional establecida en el Estatuto de Roma que entró en vigor en 
2002, excluyó la pena muerte como posible sanción. La prisión perpetua es la 
pena máxima dispuesta22. Este es también el caso de los tribunales 
establecidos durante las últimas dos décadas para juzgar los crímenes de 
guerra perpetrados en Yugoslavia, Ruanda, Sierra Leona y Camboya. Los 
Estatutos del Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia (ICTY por sus 
siglas en inglés, 1993), el Tribunal Penal Internacional para Ruanda (ICTR por 
sus siglas en inglés, 1994), la Corte Especial para Sierra Leona (SCSL por sus 
siglas en inglés, 2002) y la Cámara Extraordinaria en las Cortes de Camboya 
(ECCC por sus siglas en inglés, 2004) todas excluyen la aplicación de la pena 
de muerte como sanción. 

C. Algunos desarrollos significativos en la región 

23. Durante los últimos 15 años, en particular, la Comisión y la Corte han 
abordado una serie de casos concernientes a la aplicación obligatoria de la 
pena de muerte en los países del Caribe, conforme a la cual todas las personas 
condenadas por el delito de homicidio eran sentenciadas a muerte. Bajo ese 
régimen legal, losas jueces/zas no contaban con discreción alguna para 
considerar circunstancias agravantes o mitigantes respecto del hecho delictivo 
o de la persona procesada. La sentencia de muerte era impuesta 
automáticamente, basada en la naturaleza de la acusación, y no en la gravedad 
intrínseca del crimen perpetrado. Hacia fines de la década del 90 la Comisión 
comenzó a recibir un número significativo de peticiones sobre éste y otros 
aspectos relacionados con la pena de muerte, 97 de estas peticiones fueron 
recibidas entre 1996 y 2001, siendo en su mayoría presentadas contra Trinidad 
y Tobago y Jamaica. 

24. Los casos Hilaire, Constantine y Benjamin (Trinidad y Tobago) y Boyce y 
otros (Barbados) y Dacosta Cadogan (Barbados) son ejemplos de casos sobre 
la imposición obligatoria de la pena de muerte considerados inicialmente por la 
Comisión y luego por la Corte. La normativa cuestionada en estos casos no 
distinguía tipificaciones del delito de homicidio ni consideraba la intención del 
perpetrador. Conforme a estas normas, la pena de muerte podía ser empleada 
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respecto de delitos que exhibían distintos grados de seriedad y la imposición 
de la pena podía resultar inconsistente. En el caso Boyce, los cuatro acusados 
fueron procesados por los mismos hechos. Dos de ellos aceptaron negociar los 
cargos (plea bargain) y fueron sentenciados a 12 años de prisión, mientras que 
los señores Boyce y Joseph optaron por someterse a juicio y fueron 
condenados a muerte. 

25. En estos y otros casos, la Comisión y la Corte establecieron que la 
imposición automática de la pena de muerte sin consideración de las 
circunstancias individuales del delito y del delincuente es incompatible con los 
derechos a la vida, el trato humano y el debido proceso. 

26. La decisión de la Comisión en el caso Hilaire fue el primer pronunciamiento 
de un órgano internacional de derechos humanos en evaluar las consecuencias 
de la aplicación obligatoria de la pena de muerte en el goce de los derechos 
humanos. La Comisión, y más tarde la Corte, se apoyaron en estándares 
establecidos por algunos tribunales nacionales al momento de establecer los 
estándares aplicables a nivel internacional. A su vez, la labor de la Comisión y 
la Corte tuvo una importante influencia en el desarrollo de mayores estándares 
a nivel nacional, y en otras instancias internacionales. A nivel nacional, la 
Eastern Caribbean Court of Appeal fue la primera, en el año 2001, en hacer 
referencia explícita a los casos de la Comisión Interamericana (McKenzie vs. 
Jamaica y Baptiste vs. Grenada) al establecer que la pena de muerte obligatoria 
en Santa Lucía y San Vicente violaba la prohibición de un trato inhumano. En 
conjunción con estos desarrollos, el Judicial Committee of the Privy Council 
contribuyó a dar efecto legal a los mecanismos del sistema regional al prohibir 
que ciertos Estados ejecutaran sentencias de muerte contra personas con 
peticiones pendientes ante la Comisión o la Corte. 

27. En este contexto, los tribunales de la jurisdicción nacional han establecido 
la inconstitucionalidad de la pena de muerte obligatoria en los siguientes 
Estados: Santa Lucía (The Queen v. Hughes), Dominica (Balson v. The State), 
Belice (Reyes v. The Queen), Las Bahamas (Bowe v. The Queen) y Grenada 
(Coard et al. v. Grenada), entre otros ejemplos. Tras este periodo de 
reconsideración de la pena de muerte obligatoria, ciertos Estados han abolido 
ese aspecto de la aplicación de la pena de muerte. Los/as jueces/zas en Belice, 
Jamaica, las Bahamas, Santa Lucía, Grenada y Guyana, entre otros, hoy 
cuentan con la discreción necesaria para aplicar penas menos severas. 
Trinidad y Tobago y Barbados continúan siendo en la actualidad los únicos dos 
países de la región que mantienen la pena de muerte obligatoria y Barbados ha 
informado que se encuentra en proceso de adoptar reformas orientadas a su 
abolición, a la luz de la sentencia de la Corte Interamericana en el caso Boyce. 

28. Debe señalarse que los desarrollos en el Sistema Interamericano también 
han contribuido a cimentar avances en Estados y sistemas más allá de la región. 
Por ejemplo, en un caso decidido en 2005 (Kafantayeni vs. The Attorney 
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